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RECURSO DE APELACION 17/2019/SS





JUICIO CONTENCIOSO 931/2018/3



RECURRENTE:*********ACTOR:*********
 MAGISTRADO 





JUAN RAMIRO ROBLEDO RUIZ
SECRETARIA

ADELA ORALIA RODRÍGUEZ RODRIGUEZ

San Luis Potosí, San Luis Potosí, acuerdo de la Sala Superior del Tribunal de Justicia Administrativa, correspondiente a la determinación unitaria del  19  diecinueve de junio  de dos mil diecinueve.

V I S T O S  para resolver los autos del Toca número 17/2019/SS formado con motivo de la interposición del recurso de apelación presentado el 29 veintinueve de marzo del 2019 dos mil diecinueve,  por el licenciado *********, en su carácter de Director General  de la Legalidad e Integridad Pública, en representación de la Directora de Responsabilidades y Ética Pública de la Contraloría General del Estado, en  contra de la sentencia de fecha   20 veinte de agosto   del presente año, pronunciada por la Segunda Sala  Unitaria, al resolver  el juicio contencioso administrativo estatal número 931/2018/3 promovido por *********  en contra de la Dirección de Responsabilidades y Ética Pública adscrita a la Contraloría General del Estado de San Luis Potosí.
          R E S U L T A  N D O

I.- Por escrito presentado en la Oficialía de Partes de este Tribunal, con fecha 23 veintitrés de noviembre  del año 2018 dos mil dieciocho, el ********* compareció  por su propio derecho  demandó la nulidad del siguiente acto administrativo:
“La  resolución de fecha 28 de septiembre del 2018, emitida dentro del procedimiento administrativo de responsabilidad PRA-014 dictado por la Dirección  de Responsabilidades y Ética Pública, adscrita a la Contraloría General del Estado de San Luis Potosí”
II.- Mediante acuerdo de fecha 26 veintiséis de noviembre del 2018 dos mil dieciocho, el  Magistrado de la Tercera Sala Unitaria de este Tribunal, admitió a trámite la demanda de referencia, ordenando emplazar a la autoridad demandada, para que produjera  su contestación a la demanda, carga procesal cumplida en tiempo y forma (fojas 153 a 170) refiriéndose a los hechos de la demanda, a los conceptos de derecho  con capítulo de ofrecimiento de pruebas.

III.-  Seguido el juicio en todas sus fases, el  29 veintinueve de enero del presente año, se llevó a cabo la audiencia de ley conforme a los artículos  246 y 247 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, con asistencia únicamente del representante de la parte actora, en la que se admitieron y desahogaron las pruebas ofrecidas, citándose para resolver, por lo que el  20 veinte de febrero  de la presente anualidad se procedió a dictar la sentencia respectiva, con los siguientes puntos resolutivos:

“PRIMERO.- Esta Tercera Sala Unitaria resultó competente para conocer y resolver la presente controversia.

SEGUNDO.- Se declara la ILEGALIDAD E INVALIDEZ del acto impugnado y, por consecuencia la NULIDAD LISA Y LLANA  de la misma, dejándola sin efecto legal alguno, de acuerdo con los razonamientos y para los efectos precisados en el Considerando Séptimo de esta sentencia.
TERCERO.- Se previene a las Autoridades Demandadas por el cumplimiento de la presente Sentencia.

CUARTO.- Notifíquese personalmente a la parte actora y por oficio a las autoridades demandadas, con copia autorizada de esta resolución.”

IV.-  La sentencia  descrita en el punto que antecede, fue notificada a la parte actora  con fecha 11 once de marzo del dos mil dieciocho y a la autoridad demandada con fecha 7 siete  del mismo mes y año, según consta en los autos del expediente del juicio  contencioso administrativo estatal.

V.- Con fecha 29 veintinueve de marzo del presente año, se recibió el recurso de apelación interpuesto por la parte demandada, de conformidad con lo previsto  por el artículo 152 fracción I del Código  Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí,

VI.- Por acuerdo de dieciocho de octubre del dos mil dieciocho se radicó la apelación con el número 17/2019/SS, se admitió a trámite y con las copias exhibidas se ordenó correr traslado a la parte actora en los términos del artículo 154 del Código Procesal de la materia.
VII.- Por proveído de fecha 27 veintisiete de mayo de la presente anualidad se  tuvo por recibido el escrito signado por la parte actora,  mediante la cual contesta la vista que se le dio por auto  de 15 quince del mismo mes y año, mismo que se agregó al presente Toca para que surtiera sus efectos legales y, sin más pendientes el recurso quedó en estado de resolver:





C O N S I D E R A N D O.

PRIMERO. Competencia.  A la Sala  Superior Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, corresponde conocer los recursos de apelación, en términos del artículo 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 7 fracción II, 9 fracción II, 23 fracciones IV y V de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí y 152  del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; en virtud de que se reclama una sentencia definitiva pronunciada por una Sala Unitaria de este Tribunal.

SEGUNDO. Existencia del acto recurrido. Es cierto y se acredita con el informe rendido por el Magistrado de la Segunda Sala Unitaria de este Tribunal y los autos originales del juicio contencioso administrativo estatal número 931/2018, en los cuales obra glosada la sentencia que lo constituye.

TERCERO. Legitimación. El presente recurso de apelación fue interpuesto por parte legítima, ya que se trata del licenciado   *********  en su carácter de Director General de Legalidad e Integridad Pública en representación de la Directora de Responsabilidades y Ética Pública de la Contraloría General del Estado, parte demandada  en el juicio contencioso administrativo estatal arriba mencionado, cuya resolución es el acto apelado en los términos del artículo 152 primer párrafo del  Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

CUARTO. Oportunidad. El recurso de apelación fue presentado dentro del plazo de quince días que para tal efecto señala el artículo 153 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, toda vez que la sentencia fue notificada  al demandado aquí recurrente el día 7 siete de marzo de la presente anualidad, surtió efectos el día 8 ocho, por lo que en los términos del artículo 40 de la misma Ley Adjetiva supra citada  el plazo para la interposición del recurso transcurrió de 11 once  de marzo al primero de abril   del actual,  al descontar para tal efecto los días  nueve, diez, dieciséis, diecisiete, veintitrés, veinticuatro, treinta y treinta y uno  de marzo del actual,  por resultar inhábiles ya que fueron sábados y domingos y además del día  dieciocho de marzo declarado inhábil por ley, de conformidad con lo establecido por el artículo 15 del Código Procesal Administrativo que nos rige, por lo que si el recurso de apelación se presentó el día 29 veintinueve de marzo, se efectuó con la oportunidad debida.
QUINTO.  Atento al principio de economía procesal  no se transcribirán las consideraciones rectoras del sentido de  la sentencia recurrida, ni los conceptos de agravio expresados por el apelante al no existir disposición legal alguna que establezca tal exigencia para cumplir con los requisitos de congruencia y exhaustividad. 

Lo expuesto encuentra su apoyo en la Jurisprudencia emitida  por el Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito, publicada en la página 414, Tomo VI, Común, Jurisprudencia del Apéndice 2000, Novena Época que reza:
,“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS.- El hecho de que el juez federal no transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente, para demostrar.

También cobra aplicación la tesis del Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil y del Trabajo del Décimo Séptimo Circuito, consultable en la página dos mil ciento quince, del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta Tomo XXIII, marzo de dos mil seis, Novena Época, de rubro y contenido siguientes:

“SENTENCIA DE LOS TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO, AL EMITIRLAS NO SE ENCUENTRAN OBLIGADOS A TRASCRIBIR LA RESOLUCÍÓN RECURRIDA. El hecho de que en las sentencias que emitan los Tribunales Colegiados de Circuito, no se transcriba la resolución recurrida, no infringe las disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual quedan sujetas sus actuaciones pues el artículo 77  de dicha legislación no lo prevé así, ni existe precepto alguno que establezca esa obligación; ni existe precepto alguno que establezca esa obligación; además, dicha omisión no deja en estado de indefensión al recurrente, puesto que ese fallo obra en los  autos y se toma en cuenta al resolver” 
SEXTO.- Consideración previa.
Antes de entrar al estudio de los conceptos de violación expresados por la autoridad recurrente, por ser una cuestión de orden público y análisis preferente y por tratarse de un aspecto conforme a la estructura procesal que exige ser dilucidado preliminarmente al tema de fondo debatido, se estima necesario resolver sobre la proveniencia del recurso de apelación respecto del supuesto que propuso  el mismo apelante en el capítulo sobre su procedencia, a la luz del artículo 152 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
La  autoridad demandada en el juicio contencioso administrativo resuelto por la  Tercera Sala Unitaria de este Tribunal y recurrente en este expediente argumentó como justificación de la procedencia de su apelación,  la causal a que se refiere el penúltimo párrafo del precepto y Código Adjetivo antes invocados, en relación con el artículo 217 de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado de San Luis Potosí, basando su argumento, en síntesis, en que como el juicio de nulidad génesis de este recurso, se sustanció y se resolvió conforme al Código Procesal Administrativo vigente en el Estado, y que éste remite a la nueva Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado de San Luis Potosí, resulta innegable que es procedente dicho recurso de apelación, aunque el procedimiento administrativo de responsabilidad  en contra del actor se hubiera sustanciado con la  anterior Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado de San Luis Potosí, actualmente abrogada, relativamente pues está en vigor para los procedimientos iniciados  bajo la tutela de dicha norma.
Ahora bien, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 154 de la Ley Procesal Administrativa para el Estado, la Sala Superior debe resolver en un plazo de tres días hábiles, si admite el recurso de apelación o lo desecha por encontrar motivo manifiesto e indudable de improcedencia y dar vista  las partes para que en  un lapso también de tres días hábiles manifiesten lo que a sus derechos convenga; fenecido ese plazo se debe proceder a resolver con los elementos que obren en autos.
Por su parte, el actor en su escrito de desahogo de vista insistió sobre la improcedencia del recurso de apelación, porque según su alegato, el procedimiento de responsabilidad administrativa se sustanció y resolvió con la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, actualmente abrogada pero que estaba  vigente al llevar a cabo dicho procedimiento, legislación que no contemplaba el recurso de apelación y que no obstante que el juicio contencioso administrativo se tramitó  conforme al Código Procesal Administrativo en vigor, al  establecer éste que tratándose de responsabilidades administrativas se estará  a lo dispuesto por su propia ley, resulta evidente que todos los procedimientos administrativos que se inicien y concluyan cuando la anterior ley estaba vigente no admiten el recurso de apelación, porque no estaba contemplado por la misma, y que si se aplicara la nueva Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado de San Luis Potosí, en su caso, se violaría el principio constitucional de la irretroactividad de la Ley en perjuicio de su persona.
Establecido lo anterior, procede ahora entrar al estudio exhaustivo de la causal de procedencia propuesta por la parte demandada, pues en opinión de esta Sala Superior no es necesario estudiar analíticamente todas y cada una de las causales que contiene el artículo 152 del Código Procesal Administrativo para poder determinar cuál es aplicable, pues  esta materia es de estricto derecho y tampoco acepta la suplencia  ante la deficiencia de los argumentos vertidos por la autoridad recurrente; ello conforme a lo dispuesto por el artículo 156 de la supra invocada legislación.
Con la finalidad de arribar a una determinación al respecto y de obtener un panorama jurídico del presente asunto, resulta necesario destacar las circunstancias que acontecieron en el proceso; es decir, revisar los antecedentes del procedimiento de responsabilidad administrativa del cual emanó el acto impugnado que consiste en  la resolución de fecha 28 veintiocho de septiembre del año 2018 dos mil dieciocho  en la que se le impusieron sanciones administrativas al actor del juicio contencioso, cuya sentencia se revisa mediante el presente recurso de apelación.
El actor en este juicio manifestó que  el 15 quince de junio del 2017 dos mil diecisiete fue notificado que la Contraloría General del Estado había iniciado un procedimiento de responsabilidad administrativa en su contra; que el 23 del mismo año se  llevó a cabo la audiencia a que se refiere el artículo 82  de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí y que con fecha 8 ocho de octubre del mismo año, se dictó  la resolución que  impugnó  derivada del expediente administrativo  ********* mediante la cual se le impuso una amonestación privada y la inscripción de ésta dentro del Registro Estatal de Servidores Públicos.
Con base en las pruebas aportadas por las partes y valoradas legalmente por la Sala resolutora, se dictó sentencia considerando medularmente que en el caso se actualizó la procedencia en beneficio del actor, de la figura jurídica de la prescripción de las facultades de la Contraloría General del Estado y la Dirección de Responsabilidades y ética Pública de la Contraloría General del Estado, toda vez que según la Sala Unitaria, la conducta atribuida al actor consistió en que debió de realizar las actividades necesarias para comprometer al menos el cincuenta por ciento del recurso correspondiente a la primera ministración para el “Programa  Nacional de Prevención del Delito”, recurso que le serían entregados a partir del 15 quince abril del año 2014, dos mil catorce, por lo cual es esa fecha la que se tomó en consideración para determinar que la responsabilidad del promovente de este juicio había prescrito, cuenta habida de que desde esa fecha hasta el día 15 de junio del año 2017 dos mil diecisiete en que le fue notificado el inicio del expediente de responsabilidad administrativa respectivo, transcurrió el término de tres años para la extinción por prescripción de las facultades de la autoridad demandada, según lo dispone el artículo 81 fracción II de la Ley de Responsabilidades de los Servidores  Público del Estado y Municipios de San Luis Potosí.
Así las cosas,  para determinar la procedencia de este recurso de apelación propuesta por la parte demandada, se deben   analizar tanto  los diversos artículos aplicables de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, y de la Ley de Justicia Administrativa del Estado de San Luis Potosí, en vigor hasta el 18 dieciocho de julio del año 2017; así como  la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, el Código Procesal Administrativo y la Ley de Responsabilidades administrativas para el Estado de San Luis Potosí, todas vigentes a partir del 19 diecinueve de julio del año 2017 y en consecuencia  decidir si en la especie en esta instancia resulta procedente o no la causal planteada por el recurrente  a la luz del principio constitucional de irretroactividad de la ley.
Ley de  Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y los Municipios de San Luis Potosí. (vigente hasta el 18 de julio de 2017)

Artículo 87.- Las resoluciones en que  impongan sanciones administrativas, podrán ser impugnadas por el servidor público ante la propia autoridad que las dicte mediante el recurso de revocación.

Artículo 90.- El servidor público afectado por las resoluciones administrativas que se dicten conforme a este título, podrá optar por interponer el recurso de revocación, o impugnarlas directamente ante el Tribunal Estatal de lo Contencioso Administrativo; con excepción de las que dicten las autoridades a las que se refieren las fracciones I,III,IV,VI,IX, X y XI del artículo 3º,., de esta ley, pues en esos casos solo se contará con el recurso administrativo.
Con las excepciones que se consignan en el párrafo anterior, la resolución que se dicte en el recurso de revocación, en su caso, será impugnable ante el Tribunal Estatal de lo Contencioso Administrativo.

Ley de Justicia Administrativa del Estado de San Luis Potosí (Vigencia hasta el 18 de julio de 2017)

Artículo 98.- Las sentencias definitivas dictadas por el tribunal solo admitirán aclaración de sentencia, y se promoverá por una sola ve ante quien hubiese dictado la resolución, dentro de los dos días siguientes al en que surta efectos la notificación de la resolución, señalando con toda precisión la contradicción, ambigüedad u oscuridad cuya aclaración se solicite.
El tribunal resolverá dentro de los tres días siguientes lo que estime procedente, sin que pueda variar la sustancia de la resolución; la aclaración se considerará parte integrante de ésta y no admitirá ningún recurso.

Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia administrativa (vigente a  partir del 19 de julio de 2017)

Artículo 9º.- El Tribunal se integra por los órgano siguientes: I. El Pleno; II. La Sala Superior Unitaria. III. Las Salas Unitarias que serán cuando menos tres, y IV En su caso Salas Especializadas y Salas Auxiliares.

Artículo 23.- Son facultades de  la Sala Superior Unitaria las siguientes: I,..II,..III,.. IV,..V.- Resolver el recurso de apelación que interpongan las partes en contra de las resoluciones dictadas por las Salas Unitarias, Auxiliares, o en su caso, Especializadas en Materia de Responsabilidades Administrativas, así como las que se presenten en contra de resoluciones en materia contenciosa administrativa, de conformidad con lo dispuesto en el Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, y,
(…)

TRANSITORIOS

PRIMERO.- El presente decreto entrará en vigor el 19 de julio de 2017, previa su publicación en el Periódico Oficial del Estado “Plan de San Luis” con excepción de los artículos transitorios Tercero y Cuarto de este Decreto, cuya vigencia iniciará al día siguiente de la publicación antes señalada, sin perjuicio de lo previsto en los transitorios siguientes:

SEGUNDO.- A partir de la entrada en vigor de este Decreto, se abroga la Ley de Justicia Administrativa del Estado, publicada en el Periódico Oficial del Estado el 30 de abril de 1997.

(…)
QUINTO.- Los juicios iniciados con anterioridad a la entrada en vigor de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa y aquellos que se verifiquen antes de la entrada en vigor  de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado de San Luis Potosí, y el Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, continuarán tramitándose hasta su resolución final conforme a las disposiciones aplicables vigentes a su inicio.
DÉCIMO SEGUNDO.- A partir de la entrada en vigor de la  Ley de Responsabilidades administrativas para el Estado de San Luis Potosí, el Tribunal contará con la Sala Superior y cuando menos con tres Salas Unitarias.

Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí (vigente a partir del 19 de julio de 2017)

Artículo 152.- Las resoluciones definitivas emitidas por las Salas Unitarias serán apelables por cualquiera de las partes, siempre que se refiera a cualquiera de los siguientes supuestos: I, II, III, IV.- Tratándose de resoluciones en materia de responsabilidad de administrativas se estará  a lo dispuesto en su propia ley …”
TRANSITORIOS.

PRIMERO.- El presente decreto entrará en vigor el diecinueve de julio de dos mil diecisiete, previa su publicación en el Periódico Oficial del estado “Plan de San Luis”.

SEGUNDO.- Se abroga la Ley de Justicia Administrativa publicada en el Periódico Oficial del Estado el treinta de abril de mil novecientos noventa y siete. Los procedimientos iniciados durante su vigencia continuarán substanciándose y se resolverán bajo las disposiciones de la misma hasta su conclusión definitiva.

 Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado de San Luis Potosí (Vigente a partir del 19 de julio del 2017).

Artículo 217.- Las resoluciones definitivas emitidas por las Salas Unitarias del Tribunal en el procedimiento contencioso administrativo y en materia de responsabilidades administrativas, podrán ser impugnadas por cualquiera de las partes mediante el recurso de apelación, con excepción de las dictadas en el juicio sumario.
TRANSITORIOS.

 “PRIMERO.- La Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado de San Luis Potosí entrará en vigor el diecinueve de julio del  dos mil diecisiete, previa su publicación en el Periódico Oficial del Estado “Plan de San Luis”

SEGUNDO.- A la entrada de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado de San Luis Potosí, se abroga la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, publicada en el Periódico Oficial del Estado el catorce de agosto del año dos mil tres, la cual solo continuará aplicándose para concluir de manera definitiva los procedimientos que se hayan iniciado durante su vigencia.

CUARTO.-  Los procedimientos administrativos iniciados por las autoridades estatales y  municipales, son anterioridad a la entrada en vigor de la presente ley, serán concluidos conforme a las disposiciones aplicables vigentes a su inicio”,

De interpretación histórica y la teleología de los preceptos sustantivos y adjetivos invocados supra, debe tenerse presente que el legislador se  arrogó la facultad de establecer los supuestos específicos de procedencia del recurso de apelación en esta materia administrativa, especialmente tratándose de responsabilidades oficiales, pues como se puede observar la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y los Municipios de San Luis Potosí, ya abrogada, únicamente contemplaba el recurso de revocación (en sede administrativa) o por el juicio de nulidad ante el Tribunal Contencioso Administrativo del Estado de San Luis Potosí, de lo que se colige que este ordenamiento no se desprende la posibilidad de que en contra de la sentencia que dictara el Tribunal Contencioso Administrativo las partes tuvieran como medio de defensa el recurso de apelación.

Por su parte, la Ley de Justicia Administrativa del Estado de San Luis Potosí, en vigor hasta el 18 dieciocho de julio del 2017 dos mil diecisiete, contenía la organización del Tribunal Contencioso Administrativo y estatuía una sola Sala Colegiada y no consideraba ninguna instancia superior, por lo que obviamente no contemplaba tampoco como medio de defensa el recurso de apelación, y  entonces las partes solamente podían impugnar la resolución  que daba fin  al juicio contencioso administrativo o inconformarse con la misma mediante el juicio de amparo.
Con la entrada en vigor de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa del Estado, el 19 diecinueve de julio del 2017 dos mil diecisiete, se regula una nueva organización y funcionamiento del Tribunal, confirmándolo como instancia que conoce del juicio contencioso administrativo y  le otorga competencia para sancionar a los servidores públicos y a los particulares, personas físicas o morales coludidos que incurran en faltas administrativas graves; luego, dejando de existir el Tribunal Contencioso Administrativo del Estado de San Luis Potosí, que  estaba integrado por tres ponencias y resolvían en forma colegiada, ello fue sustituido por el nuevo Órgano que ahora está formado por tres Salas Unitarias y una Sala Superior que conoce del recurso de apelación.

En la misma fecha que la nueva Ley Orgánica  aludida, entraron en vigor el Código Procesal Administrativo y la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado de San Luis Potosí, que como ya se dijo, abrogó la  anterior Ley de  Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios. En el Código referido, en la Sección Tercera,  conteniente de los artículos del 152 al 156 se regula el recurso de apelación,  en el penúltimo párrafo del  primero de los preceptos citados se establece categóricamente: “Tratándose de resoluciones en materia de responsabilidades administrativas se estará a lo dispuesto en su propia ley”,  por lo que deben concluirse que  esta hipótesis del Código Procesal Administrativo no contiene ni contempla la procedencia del recurso de apelación,  supuesto que deja en el ámbito de la Ley de  la materia tal determinación.
Cabe acotar aquí que el artículo transitorio SEGUNDO del Código Procesal Administrativo   que abroga  la Ley de Justicia Administrativa publicada en el Periódico Oficial el 30 treinta de abril de 1997 mil novecientos noventa y siete,  determina que los procedimientos iniciados durante su vigencia continuarán substanciándose y se resolverán bajo las disposiciones de la misma hasta su conclusión definitiva.
Esto es porque  los asuntos se debían  resolver de manera colegiada y por virtud de  los artículos transitorios que aluden a este tema en la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa y en el Código Procesal Administrativo para el Estado, pero no hacen precisión al respecto,  por lo que el Pleno del Tribunal acordó con fecha 4 cuatro de agosto de 2017 dos mil diecisiete, asignar a las nuevas Salas Unitarias los expedientes que se encontraban en trámite e iniciados en las ponencias del anterior Tribunal, cuenta habida de que por mandato constitucional ahora a partir de la entrada en vigor la Ley respectiva, constituyen la nueva autoridad jurisdiccional facultada para conocer cuestiones en materia fiscal, administrativa y de responsabilidades administrativas; y es por ello que han estudiado y resuelto los juicios que se iniciaron bajo la vigencia de la Ley de Justicia Administrativa abrogada, pero necesariamente y para el efecto del procedimiento han tenido que aplicar la nueva legislación procesal, vista la imposibilidad de resolver ahora colegiadamente.
Es cierto que  el artículo 217  de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado de San Luis Potosí, instituye que las resoluciones definitivas formulada por las Salas Unitarias del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa en el procedimiento contencioso o en materia de responsabilidades administrativas, ambos supuestos  en asuntos que se hayan iniciado  y resuelto al amparo de la nueva legislación, podrán ser impugnadas por cualquiera de las partes mediante el recurso de apelación. Es decir que  en los casos de sanciones que impongan los órganos de control interno por faltas administrativas no graves y que sean demandadas en el juicio contencioso, la sentencias que formulen las Salas Unitarias serán apelables y las sanciones que impongan por faltas graves también serán recurribles en apelación sin que exista restricción para ello;  ello es así porque en ambos casos su procedencia no exige ningún otro requisito procesal condicionante.

Ahora bien, el artículo segundo transitorio de esta nueva Ley de Responsabilidades que abrogó la anterior, como ya se dijo, establece que: “solo continuará aplicándose para concluir de manera definitiva los procedimientos que se hayan iniciado  durante su vigencia. Por su parte el transitorio cuarto ordena: “Los procedimientos  iniciados por las autoridades  estatales y municipales serán concluidos  conforme a las disposiciones aplicables vigentes al inicio” En los términos transcritos se debe ponderar que un procedimiento de responsabilidad administrativa no concluye sino hasta que no exista   ningún medio de impugnación pendiente de resolver y quede firme la sanción que se emita por los órganos de control interno. En el caso a estudio y según las constancias de autos, se instruyó el procedimiento de responsabilidad administrativa y se impuso al aquí actor la sanción conforme a aquella Ley  de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos ya derogada, por lo cual con el criterio aconsejado por la hermenéutica jurídica no es posible aplicar la Ley de Responsabilidades Administrativas en vigor y dar trámite al recurso de apelación planteado por la autoridad demandada.
Aquí se considera necesario reiterar que ni la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, ni la Ley de Justicia Administrativa del Estado vigentes cuando se inició el procedimiento de responsabilidad en contra del ahora actor en este juicio administrativo, contenían como medio de defensa el recurso de apelación.
No es óbice para considerar lo anterior el hecho o circunstancia de que el juicio de origen se haya tramitado conforme al Código Procesal Administrativo, supuesto que tal circunstancia interesa únicamente la forma procedimental de instruir la instancia, derivado de lo ya señalado con antelación en el sentido de que la anterior Ley de Justicia Administrativa establecía como ya se dijo que  el proceso, la sentencia y su ejecución fueran colegiadas y la Ley Orgánica del Tribunal actual, de vigencia simultánea al Código citado, reconformó orgánicamente al mismo, creando las Salas Unitarias que no pueden tramitar ni resolver colegiadamente como lo estatuía la Ley anterior. Sin embargo ello no afecta ni altera las normas propias de la materia que se aplicaron al resolver  la sentencia impugnada, que son las que estaban vigentes  al inicio del procedimiento de responsabilidades en contra del promovente de este juicio, pues una de las máximas que guía el procedimiento de interpretación del derecho es: “La aplicación de la ley debe tener lugar  en aquel orden de cosas para la cual ha sido establecido.”
A mayor abundamiento  y toralmente, el artículo 152   en su penúltimo párrafo claramente indica que  “Tratándose de resoluciones en materia de responsabilidades administrativas se estará a lo dispuesto por su propia ley”

 Por su parte, el  transitorio quinto de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa  establece que los juicios  iniciados con anterioridad  a su entrada en vigor, y los de responsabilidad administrativa que se verifiquen antes de la entrada en vigor de la respectiva nueva ley y del Código Procesal Administrativo, continuarán tramitándose hasta su resolución final conforme a  las disposiciones aplicables vigentes a su inicio; asimismo el transitorio segundo   de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado de San Luis Potosí, señala que a su entrada en vigor se abroga la Ley de Responsabilidades de Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis  Potosí,  la cual solo continuará aplicándose para concluir de manera definitiva los procedimientos que se hayan iniciado durante su vigencia, y.    el transitorio cuarto del mismo Ordenamiento establece que los  procedimientos administrativos iniciados por las autoridades estatales y municipales con anterioridad a la entrada en vigor de esa ley, serán concluidos conforme a las disposiciones aplicables vigentes a su inicio. Por ello  en cumplimiento de lo dispuesto por la fracción IV del artículo 152 del Código Procesal Administrativo que  dispone que  tratándose de resoluciones en materia de responsabilidades administrativas, se estará a lo dispuesto por su propia ley; y  es claro que “esa propia ley” es la Ley  de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, (abrogada) la que no  contiene como medio de defensa el recurso de apelación; luego entonces aplicando el principio In claris non fit interpretatio (Cuando la ley es clara no se encuentra sujeta a interpretación), resulta inconcuso la improcedencia de este medio de impugnación que se estudia, y aun cuando el presente juicio fue tramitado de acuerdo y en los términos del invocado Código Procesal Administrativo, ello fue por las razones ya expuestas con antelación. 
Bajo esta perspectiva y considerando que  respecto de los artículos transitorios no es necesario realizar un estudio semántico para conocer su naturaleza, pues el solo término nos indica que su función es la de regular los sistemas de cambio en el orden jurídico pero lo cierto es que son de observancia obligatoria. Este criterio encuentra su apoyo en la siguiente Tesis Jurisprudencial que se transcribe:
Época: Novena Época; Registro 188686: Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito: Tipo de Tesis: Aislada: Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta: Tomo XIV, Octubre de 2001: Materia(s): Común: Tesis: VI.2o.A.1 K: Página: 1086 

“ARTÍCULOS TRANSITORIOS. FORMAN PARTE DEL ORDENAMIENTO JURÍDICO RESPECTIVO Y SU OBSERVANCIA ES OBLIGATORIA.- Los artículos transitorios de una ley, reglamento, acuerdo y, en general, de cualquier ordenamiento jurídico, forman parte de él; en ellos se fija, entre otras cuestiones, la fecha en que empezará a regir o lo atinente a su aplicación, lo cual permite que la etapa de transición entre la vigencia de un numeral o cuerpo de leyes, y el que lo deroga, reforma o adiciona, sea de tal naturaleza que no paralice el desenvolvimiento de la actividad pública del Estado, y no dé lugar a momento alguno de anarquía, por lo que la aplicación de aquéllos también es de observancia obligatoria, en términos del artículo 133 de la Constitución Política de los Estados  Unidos Mexicanos”.

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL SEXTO CIRCUITO.
Bajo las anteriores premisas es que se considera que al no actualizarse el supuesto de procedencia del recurso intentado por la autoridad demandada, esta Sala Superior Unitaria estima que debe resolverse que la presente  de apelación es improcedente y en consecuencia ello impide entrar al estudio del fondo del asunto sentenciado por la Tercera Sala  Unitaria de este Tribunal Estatal de Justicia Administrativa dentro del juicio contencioso génesis.
No es óbice para la anterior conclusión el hecho de que por acuerdo de fecha 15 quince de mayo del presente año se haya tenido por interpuesto este recurso de apelación, supuesto que con ello no se vulneran los derechos de las partes; pues como lo ha sostenido  la Tesis Jurisprudencial que enseguida se transcribe, no se infringe el derecho al acceso a la justicia, pues  la improcedencia que se decreta no se conoce de manera indubitable o de forma manifiesta, sino que es necesario un holístico análisis posterior de las diferentes normas aplicables a la hipótesis planteada en el caso concreto; esto es, que no se vulnera el artículo 17 constitucional, pues su ejercicio se encuentra sujeto al cumplimiento de determinados presupuestos y cargas procesales que no deben soslayarse en detrimento de la correcta administración de  la justicia, como es la carga procesal para el justiciable de presentar el recurso efectivo ante la autoridad competente y de dar la oportunidad  a su contraria arte de defender sus argumentaciones.
Ilustra lo anterior la Tesis Jurisprudencial anunciada, que reza:
Época: Novena Época: Registro: 170598; Instancia: Segunda Sala: Tipo de Tesis: Jurisprudencia; Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta: Tomo XXVI, Diciembre de 2007: Materia(s): Común: Tesis: 2a./J. 222/2007: Página: 216 

“REVISIÓN EN AMPARO. LA ADMISIÓN DEL RECURSO NO CAUSA ESTADO.- La admisión del recurso de revisión por parte del Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación o del de una de sus Salas es una determinación que por su naturaleza no causa estado, al ser producto de un examen preliminar del asunto, correspondiendo en todo caso al órgano colegiado el estudio definitivo sobre su procedencia; por tanto, si con posterioridad advierte que el recurso interpuesto es improcedente, debe desecharlo”.

Por lo expuesto, fundado y con apoyo en lo dispuesto por los artículos 152 y 154 del Código Procesal Administrativo  vigente en el Estado,  se resuelve:

PRIMERO.- Es improcedente  el presente recurso de apelación.

SEGUNDO.- Al no entrar al estudio del fondo del asunto, queda intocada la sentencia recurrida, pronunciada en el juicio contencioso administrativo 931/2018  por la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa.

TERCERO.- Notifíquese con testimonio de esta resolución; remítanse los autos a la Sala de origen; háganse las anotaciones correspondientes y en su oportunidad archívese el expediente como asunto concluido.

CUARTO.- Con apoyo en lo dispuesto por el artículo 16 fracción IV del Reglamento Interior de este Tribunal, se habilita a la licenciada Yun Sen Fiscal Wong para que lleve a cabo la notificación de la presente resolución.
Así lo resolvió y firma el Magistrado  de la Sala Superior Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Juan Ramiro Robledo Ruiz, quien actúa con Secretaria  de Acuerdos Laura del Castillo Martínez, que autoriza y da fe. Rúbricas.
Esta hoja corresponde al recurso de apelación número 17/2019/SS, mismo que se falló el día  19 diecinueve         del mes de junio del año 2019, en el sentido: Primero:- Es improcedente el presente recurso de apelación. Segundo: Al no entrar al estudio del fondo del asunto, queda intocada la sentencia recurrida pronunciada en el juicio contencioso administrativo 931/2018/3 por la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa. Tercero.- Notifíquese con testimonio de esta resolución; remítase a la Sala de origen; Háganse las anotaciones correspondientes y en su oportunidad archívese el expediente como asunto concluido: Cuarto: Con apoyo en lo dispuesto por el artículo 16 fracción IV del Reglamento interior de este Tribunal  a la licenciada Yun Sen Fiscal Wong para que lleve  cabo la notificación de la presente resolución.
LA SECRETARIA GENERAL DE ACUERDOS DEL TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA DE SAN LUIS POTOSÍ C E R T I F I C A: QUE LAS PRESENTES COPIAS CONSTAN DE VEINTIÚN PÁGINAS Y CONCUERDAN FIELMENTE EN TODAS Y CADA UNA DE SUS PARTES CON LA SENTENCIA EMITIDA AL RESOLVER EL TOCA DE APELACIÓN 17/2019/SS, EL 19 DE JUNIO DE DOS MIL DIECINUEVE, LAS CUALES SE CERTIFICAN CON APOYO EN LO DISPUESTO POR EL ARTÍCULO 51 FRACCIÓN IX DE LA LEY ÓRGANICA DEL TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA, PARA LOS USOS LEGALES A QUE HAYA LUGAR, EN LA CIUDAD DE SAN LUIS POTOSÍ, S.L.P. A LOS VEINTE DÍAS DEL MES DE JUNIO DEL DOS MIL DIECINUEVE.- DOY FE. 
LICENCIADA LAURA DEL CASTILLO MARTÍNEZ

Secretaria General de Acuerdos de la Sala Superior

del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí.
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